
HISTORIA Y CULTURA 

1993 NR 22 pp. 27-45 

Litigando en la Audiencia: 
El devenir de un "Pleyto" • 

Renzo Honores Gonzales 

La importancia de los "pleytos" 

Los documentos jurídicos (autos acordados, escrituras, expedientes ad­
ministrativos, litigios, testamentos) siempre han constituido una parte impor­
tante de la información almacenada en los archivos. Gracias al decidido im­
pulso de las monarquías absolutistas, interesadas en centralizar y registrar la 
información, y a los requerimientos de los sistemas legales europeos una enor­
me masa documental ha sido conservada en los repositorios (Cortés 1971). 
Estas circunstancias han permitido a los investigadores escudriñar sobre diver­
sas facetas de los hombres del pasado y a la elaboración de detalladas recons­
trucciones históricas (Scone 1986: 215-216). 

Por ello, resulta imprescindible para enriquecer nuestra comprensión so­
bre estas sociedades conocer la forma como dichos documentos fueron crea­
dos y los objetivos que tuvieron en mente los actores históricos. En los casos 
de los "pleytos" (según la terminología de las Partidas alfonsinas) esto es parti­
cularmente importante, pues así podremos elucidar la actitud de los litigantes 
frente al derecho oficial y a las reglas legales, la manipulación que éstos ha­
cen del discurso y de los instrumentos juridicos así como las reacciones de 
los jueces 1

• Por estas razones, la experiencia legal de la población en las cor-

(") Trabajo leído en la reunión sobre "Documentos e historia del Derecho", organizada por el 
Grupo Esperanza del Perú en Lima el 9 de julio de 1993. 

l. Los investigadores sobre el Perú Colonial, por lo general, se han apoyado en documentos
legales. Como decía Alberto Flores Galindo "lo jurídico envudve a la socied:id colonial" (1984:
18). A pes:ir de esto, los acontecimientos jurídicos exultantes de esta documentación h:in sido 
excluidos del análisis histórico (Guevara 1993: xxvi-xxviii). 



28 HISTORIA Y CULTURA 22 

tes vale la pena ser historizada2 (frazegnies 1981: 14-15). De esta forma, por 
ejemplo, podemos realizar un amplio vistazo al sistema legal colonial y contri· 
buir a la comprensión de nuestro rico pasado. 

Naturalmente la riqueza de las relaciones jurídicas no se agotan en los 
"pleytos", los acuerdos privados y las regulaciones consuetudinarias constitu• 
yen una fuente importante de producción legal. Las disputas solamente nos 
brindan pistas parciales acerca de un sistema legal (i.e: valores culturales en 
juego, uso de reglas, ejercicio de la profesión, sistema de evidencias). Es ne­
cesario enfatizar, además, que la litigación ante las cortes estatales es una de 
las formas de resolver conflictos dentro de una gama amplia de posibilidades 
(conciliaciones, acuerdos entre las partes, presiones morales), pero evidente• 
mente no la única 3_ 

A su vez, los procedimientos jurídicos atraviesan una lenta metamorfosis. 
Los litigantes necesitan estar convencidos que se ha vulnerado un derecho 
(que cuenta con el patrocinio del ordenamiento jurídico) para recurrir a un 
juzgado o una corte estatal. En la terminología de Felstiner, Abel y Sarat, éstos 
necesitan reconocer la relevancia jurídica de un problema (nombrar), 
responsabilizar a los agresores (culpar) y poner, finalmente, en funcionamiento 
la maquinaria jurisdiccional (demandar) (1980-81) 4• Por cierto, estas decisio­
nes van a depender de la estrategia que planteen los litigantes y de sus cono­
cimientos acerca del sistema jurídico en que interactúan (Falla 1992:75). 

2. De la misma forma que se ha enfatizado el estudio de la "experiencia cotidiana concreta de los
trahajadores" en los ensayos sobre historia laboral latinoamericana, esta aproximación puede
extenderse para el caso de la litigosidad. En otras palabras, se trata de apreciar los litigios como
pane de la "experiencia" y de la vida social de la gente (Da Costa 1988: 82). El trabajo de
Trazegnies es una extraordinaria apuesta en ese sentido. Así, los seres humanos utilizan estruc­
turas fomules (reglas legales), amplían su significado y construyen de c:sa forma su propia
historia (1981: 205-206). En esta dirección puede citarse el magistral estudio de Kagan (1981)
sobre la litigiosidad castellana.

3. Así como nos interesan el número de casos que van a las eones, es necesario preguntarse por 
aquellos que nunca son resueltos por éstas. Siguiendo el símil de Felstiner, Abel y Sarat, la tarea
c:s similar a la que: realizan los analistas políticos cuando examinan los actos electorales. Estos
no sólo comentan los márgenes de panicipación ciudadana, sino también sobre los porcentajes
de ausc:ntismo electoral (1980-1981: 636). En ciena forma, los litigios (como las leyes y disposi­
ciones administrativ:is) son sólo la espuma de un sistema legal más amplio y complejo (Arman­
do Guevara, com. pers.). 

4. En la literatura pc:ru:ma, la aproximación a un litigio como fruto de un lento derrotero ha sido 
ensayada de manera pionera por Alejandro Falla Jara (1992). En sus términos: "El primer paso 
c:n el camino hacia los tribunales lo constituye la toma de conclenda o reconocimiento del 
problema como un problema jurídico. Luego de ello, ames de dar inicio a cualquier procc:di•
miento judicial y/o administrativo, y aún antes de recurrir a un abogado, es bastante frecuen•
te: que: se: intente resolver c:I conflicto a través de un acuerdo. Un tc:rcc:r paso, c:s la determina­
ción de c:mprc:ndc:r una acción legal para lograr la solución del conflicto. El siguiente: c:s la
ubicación y contratación de: un abogado" (1992: 75, c:I énfasis es nuestro).
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Una vez hechas estas advertencias generales, vamos a refugiarnos en los 
"pleytos" elevados a la Audiencia de Lima a lo largo de los siglos XVI y XVII, 
el devenir de estos y el tipo de datos que pueden proporcionamos. Por cierto 
que una referencia a la tramitación de los procedimientos en los corregimientos 
sería necesaria e indispensable, pero ella se encuentra más allá de los intere­
ses inmediatos del presente trabajo5 (Cfr. Campos Harriet 1983). 

Cami11a,ido en la "Ciudad Legal" 

De acuerdo con el diseño legislativo, la Audiencia de Lima funcionaba 
como un tribunal de apelaciones (en materia civil y criminal) de las decisio­
nes pronunciadas por las autoridades locales 6 (i.e: alcaldes ordinarios y corre­
gidores) (Ballesteros 1752: 1 v). A su vez, era competente en primera instancia 
en los llamado "casos de corten, es decir las disputas en que interviniesen 
altos funcionarios judiciales y administrativos. Los litigios referidos a la 
titularidad de curacazgos fueron asimilados a este estatuto jurídico. Una cédu­
la temprana, datada el 14 de abril de 1547, reservaba a la corte la competen­
cia sobre estas controversias (Ballesteros 1752: 199v-200). La Audiencia revi­
saba además los actos de gobierno que causasen "agravio" 7 a los justiciables 
así como las tasas tributarias que fuesen onerosas a los grupos étnicos 8. 

Por esta razón los litigantes recurrían a la corte a través del recurso de 
"apelación, nulidad y agmvio" 9. Gracias al uso de este mecanismo, los 
justiciables impugnaban las resoluciones emitidas por los corregidores y las 
autoridades locales. En estas primeras instancias, las partes habían interpuesto 
la demanda, presentado evidencia sobre los hechos en disputa y elaborado 
sus escritos iniciales argumentativos. 

5. El artículo del profesor Campos Harriet es una detallada síntesis del procedimiento civil ante el
corregidor (1983). Nuestro trabajo se ha inspirado largamente en dicha investigación.

6. La Audiencia de Lima resolvía las apel:iciones en materia civil cuya cuantía fuese: superior a los
60,000 maravedíes al momento de contestar la demanda (aproximadamente 133.33 pesos de
plata ensayada de 450 maravedíes). La impugnación de las resoluciones de la Audiencia podían
ser elevadas al Consejo de Indias en Madrid si estas superaban los 6,000 pesos (2'700,000 

maravedíes de 450) (Soberanes 1980: 183).
7. Un agra11io se producía al lesionarse un derecho o un interés jurídicamente protegido (Villapalos

1976: 50).
8. Las Leyes Nuevas de 1542-43 prescribieron a las Audiencias americanas la regulación de las

•tasas• de: acuerdo a las capacidades de: la población tributaria (Muro y Orejón (1542-53) 1945:
22). us llamadas Leyes de Malinas, dictadas en 1563, las facultaron igualmente: para la
revisión judicial de actos administrativos que: causan agravios a los particulares (Villapalos
1976: 29-31).

9. De esa forma, este recurso procuraba deducir la "nulidad" de: la sentencia impugnada y a su vez
expresar los agravios sufridos por el recurrente:. Una explicación detallada de las voces "apela­
ción" y •agravio" (Hc:via, (1797) 19891: 247-254).
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¿Cómo eran los escritos presentados ante la Audiencia?. En principio és­
tos llevaban una sumilla (aparentemente colocado por las autoridades de la 
corte) en el margen superior derecho 10. La idea era identificar el significado 
de cada pieza judicial, aún cuando, es importante mencionarlo, esta regla po­
día inobservarse en los escritos subsecuentes. Por otro lado, los escritos se­
guían muchas veces "modelos tt editados como formularios para el uso judi­
cial. Las llamadas "cláusulas saludables" procuraban así salvar las posibles 
omisiones legales de los litigantes (Guevara 1993: 305). 

Litigar en Lima, la "ciudad legal" 11
, era altamente costoso. El sólo hecho 

de movilizarse resultaba oneroso para los litigantes que procedían de provin­
cias distantes y que carecían de una red de parientes en la sede virreinal. Don 
García, curaca de la guaranga de Pomamarca (Cajamarca), pedía a la Audien­
cia despache con brevedad su "pleyto" pues había perdido todo su dinero 
durante el trayecto, 

"y es ansi que cuando venía a esta corte venían los rios tan grandes que 
me llevaron mi quepi con la plata que tenía y por no auer tenido con 
que pagar los derechos me estado en esta corte todo el tiempo destos 
ocho meses pade�iendo mucha hambre y nececidad" (AGN-DI Leg. 1, 
Cuad. 7, 1566. Vid: f45, Lima, 29 de mayo de 1568. (Enfasis nuestro). 

Por ello, los litigantes que residían en Lima podían elaborar una defensa 
jurídica más efectiva, ya sea por el contacto cercano con abogados y jueces 
así como por la revisión pem1anente del estado del expediente. 

Los litigantes no sólo debían costear su estadía en la "ciudad legal" sino 
debían ocuparse de sufragar los gastos de la transcripción del proceso. Esto 
podía hacer onerosísimo recurrir a la corte, sobre todo si el procedimiento 
era voluminoso. Las diversas Ordenanzas de la Real Audiencia de Lima del 
siglo XVI (1552, 1565, 1584) establecieron cuidadosamente los aranceles co­
rrespondientes a cada escrito judicial para evitar así las iniquidades de los 
escribanos 12.

10. Resulta sintom:ítico apreciar, como la Cone Suprema peruana, recientemente ha obligado a los 
litigantes a sumillar sus escritos (Resolución Administrativa Nro. 014-93-CE-PJ, an. 1, inciso 4. 
Lima, miércoles 2 de junio de 1993).

11. James Amelang denomina a Barcelona, por ejemplo, como una •c1udad legal" (1984: 1266). La 
concentración de tribunales, entidades legislativas (parlamentos) y miembros de la profesión
legal (legisladores, jueces, abogados) pueden enumerarse como los rasgos b:ísicos de estas
localidades.

12. La Ordenanza de 1584 sobre el "arancel de los derechos de los oficiales de la Audiencia•
regulaba detalladamente los costos de cada escrito y las subsecuentes actuaciones judiciales
(Ballesteros 1752: 28v-34v). Los oidores ordenaron en dicho texto, a pc53r de la oposición de 
los relatores y escribanos, "que se cumplan los dichos aranceles se pongan en tabla en la Sala 
de Audiencia y que todos los jueces originarios de ciudades, villas y lugares hagan lo propio 30 
días despues de recibir el arancel en los lugares donde hacen audiencia bajo pena de 500 pesos 
para la Cámara de Su Majestad" (ibid: 34v-35. Enfasis nuestro).
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Para un mayor control sobre el cobro de dichos aranceles, el tasador y

repartidor de la Audiencia se ocupaba de contar los folios del proceso y de 
exigir la restitución de lo indebidamente percibido. En un caso elevado a la 
Audiencia de Lima, el tasador Bias Hemández se encargó de establecer la 
correcta apreciación económica sobre la transcripción de un expediente judi­
cial; una vez emitida su pericia, el escribano fue obligado a devolver una 
suma del importe por haber cobrado "derechos demasiados" (AGN-DI Leg. 2, 
Cuad. 15, 1572. Vid: f477-477v. Lima, 27 de noviembre de 1571). 

Someter la controversia a la corte limeña suponía, además, la contrata­
ción privada de un abogado y un procurador. Aparentemente el nexo entre 
los litigantes y estos personajes eran los solicitadores, pero carecemos de 
datos sobre los mismos para la Audiencia de Lima13 (Borah 1985: 244). Estos 
acontecimientos encarecían la tramitación juridica de la disputa. 

El abogado ("letrado" con estudios universitarios) redactaba los conteni­
dos de los escritos que suponían un detallado conocimiento del derecho y el 
sistema legal (i.e: demandas, contestaciones, pliegos interrogatorios, alegatos 
de "bien probado", apelaciones, quejas y suplicaciones). En cambio, el procu­

rador, fom1ado en la práctica diaria de los tribunales, se ocupaba de asistir a 
las diligencias judiciales, ser notificado y tramitar los escritos (Borah 1985: 
243-244). Los procuradores solicitaban los expedientes para revisar su estado
y podían legalmente retirarlos de las salas de la Audiencia; esta facultad podía
ser utilizada de manera maliciosa con la finalidad de dilatar el proceso14 . En
1567, Diego de Ocampo, procurador de la Audiencia, por ejemplo, solicitaba
que la corte exigiera la devolución de un procedimiento en manos del tam­
bién procurador Joan de Arrandola<;a (Rostworoswki 1988: 229).

Los procuradores requerian, además, presentar en los procedimientos una 
"carta de apoderamiento" (con los costos notariales subsecuentes) tal como 
puede apreciarse en los expedientes coloniales que han sobrevivido hasta no-

13. El profesor Borah afinna que los litigantes frecuentemente recunían a los solicitadores, quie­
nes vinculaban a aquellos con los abogados y procuradores idóneos. En vista de su experiencia
judicial los solicitadores redactaban algunos escritos que eran revisados y rubricados por los
letrados (1985: 244). Lamentablemente no tenemos listas sobre los solicitadores de la Audien­
cia de Lima para el periodo colonial. Sólo podemos mencionar que sus funciones se encontra•
ban reguladas por las Ordenanzas de 1552 y que se equiparaban a las de los procuradores:
"solicitadores y otros procuradores sustituyan sus poderes en procuradores del Audiencia,
porque dellos no se han de recebir autos algunos" (Pacheco et. al. 1867, VIII: 83).

14. El uso malicioso de esta prerrogativa contribuyó a consolidar la imagen negativa de los procu­
radores. En el siglo XVIII, el Obispo del Cuzco, los tenía por personajes ruines "expuestos a
cometer(. .. ) frecuentes sirvilidades por mui poco interés" (Guevara 1993: 224-225). Sin embargo,
hasta mediados del siglo XX los representantes judiciales de los litigantes podían legalmente
retirar los expedientes (René Ortiz, Com. Personal).
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sotros. Los abogados y procuradores firmaban en la parte inferior de cada 
escrito. A partir de allí, podría elaborarse, por ejemplo, listas de los letrados 
que ejercían la profesión legal en la Audiencia. 

Los abogados y los procuradores que contrataban las partes para su de­
fensa debían estar registrados en las matrículas de la corte 15 • Los abogados 
debían someterse a un examen de conocimientos por los oidores y posterior­
mente, si aprobaban esta evaluación, eran inscritos en la tablilla de letrados 16 

(Holguín 1986-87: 39-40). Una serie de letrados que ejercían en la Audiencia 
de Lima eran profesores universitarios en San Marcos y contaban con un reco­
nocido prestigio en el foro colonial. Algunos de ellos, como el doctor Francis­
co Carrasco del Saz, fueron autores de libros y pareceres legales impresos 17 

(Eguiguren 1951, I: lámina LXXII, Pareja Marmanillo 1938: 707-711). 

Retomando el problema de los desembolsos, los litigantes perdedores 
debían sufragar los gastos judiciales ("costas") en que habían incurrido sus 
colitigantes a lo largo de todo el procedimiento 18 . Las "costas", clasificadas 
como "procesales" y "personales", perseguían solventar así el valor de los 
escritos y el importe en la contratación de los abogados. Además, éstas busca­
ba sancionar a los llamados litigantes "maliciosos" (Partida III, lítulo XXII, 
Ley 8) y frenar el incremento innecesa.rio de disputas. Los jueces debían fijar 
cuidadosamente los montos que debían pagarse así como el tipo de "costas" a 

1 ;_ las Ordenanzas de la Audiencia de Urna del siglo XV1 fueron explícitaS en ese sentido. Tanto la 
Ordenanza de 1552 como la de 1565 norma ron este aspecto (Pacheco et. al., 1867 VIII: 77, 80; 
Ballesteros 1752: 13v-16, 21-22, respectivamente). 

16. El caso del doctor Diego de Salinas, gr:iduado en la Uni\·ersidad de San Marcos es un ejemplo
de esta práctica. Una vez culminado sus esmdios de Derecho en dicho claustro en 1582 "dio
petición en el acuerdo de justicia desea Real Audiencia suplicando fuese exsamynado e rescibiclo
por abogado tiesta Real Audiencia e se le dio proceso para le exsamynar; y despues le vio
este testigo (el escribano) en el real acuerdo asistir al exsamen que del hizieron los dichos
señores presidente e oyclores, e fue rescibido por abogado de la dicha Real Audie11da y se
sienta en los estrados della en el lugar asig11ado para los abogados• (In: Holguín 1986-1987:
39, el énfasis es nuestro).

17. El doctor Francisco Carrasco del Saz fue autor de varios informes impresos y libros legales:
"Interpretatio ad aliquas Leges Recopilationk.· Reg110 Castellae• (Sevilla, 1620), "Tractatus de 
CasibLL� Curiae• (Madrid, 1630) (Pareja 1938: 709-710). Este personaje puede encontrarse
abogando en varios expedientes del siglo XVl. Por ejemplo, fue abogado de Jorge Lumbreras
en un caso sobre tierras contra los indios de Mala a fines de dicho siglo (AGN-DI Leg. 4, Cuad.
40, 1598).

18. Las Partid:is alfonsinas reconocían, no obstante, mecanismos juridicos p:ira exonerar a los 
litigantes perdedores de los pagos de "coscas". Este cuerpo normativo sancionaba así tres 
supuestos: litigios sobre bienes heredados, buena fé en la compra-venta de bienes y "jura ele la 
Manquadra" (Partida 111, Título XXII, Ley 8). Este último supuesto era conocido también como
"juramento de calumnia". Por este, los justiciables expresaban en sus escritos iniciales (cleman­
cla/concestación) que litigaban con "justa causa" exijiendo el reconocimiento en su derecho y
sin ánimo de "calumniar" a la otra parte (Hevia (1797) 1989 1: 96; l.alincle 1964: 389-391).
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sufragar. En caso que se omitiese este último punto, se entendía que la "con­
denación" judicial se refería a los importes de los escritos y actuaciones admi­
nistrativas ("costas procesales"), pero no a la contratación de letrados (Hevia 
(1797) 1989 1: 96). 

Los indígenas contaban con ciertos privilegios legales. Así, estaban en 
principio exonerados de los gastos procesales 19 y podían contar con defenso­
res de oficio en las ciudades provinciales y en la Audiencia de Lima (Protec­
tor y Abogado de Naturales). Este sistema había sido creado por el virrey 
Toledo y era solventado con el pago de la renta tributaria que hacía la pobla­
ción andina dos veces al año (en junio y diciembre) (Cook, 1975: 285-295). 
Esta política jurídica tuvo mucho éxito en la Nueva España a raiz de la crea­
ción del Juzgado General de Indios, pero desconocemos los resultados en el 
Perú (Cfr. Borah 1970). Es relevante indicar que, a pesar de la existencia de 
dicho sistema, a finales del siglo XVI algunos jefes étnicos contrataban aboga­
dos privados para ventilar sus "pleytos" en la Audiencia de Lima 2°. 

Argumet1tación y evidet1cia 

Una vez que los litigantes había recurrido a los profesionales del dere­
cho, éstos debían seleccionar los argumentos legales que iban a invocar en las 
cortes así como las pruebas que ofrecerían. El "procedimiento letrado" mo­
derno a partir del siglo XVI, concedió un papel privilegiado a los alegatos 
jurídicos y el sistema de evidencias con el afán de hacer del proceso un me­
dio más seguro y racional. 

Esto fue posible gracias al auge de los estudios jurídicos en la península 
que permitió la difusión vigorosa de las doctrinas del Derecho Común (y a su 
vez del Derecho Canónico). Además, el renacimiento del Corpus Juris Civilis 
(en sus versiones medievales) y la aparición de una preocupación intelectual 
por el derecho hizo que los juristas y legisladores diseñasen sistemas probato-

19 . En los expedientes coloniales conservados hasta hoy puede observarse la expresión lacónica 
"sin derechos es del Fi�co y Yndios Pobres" que identifica este privilegio procesal (AGN-OJ 
Leg. 1, Cuad. 2, 1558 Vid: t70; AGN-DI Leg. l, Cuad. 5, 1562. Vid: f6lv; AGN-DI Leg. 1, Cuad. 
7, 1566. Vid: f37v). No obstante, algunos litigios tempranos entre la gente andina, como el de 
los Chacallas contra los C:mtas, incluyeron la tasación de los gastos judiciales (Roscworowski 
1988: 112, 142, 150, 169 y 209). 

20. El doctor Avendaño, por ejemplo, brindó asesoría a don Pedro Quispillamovi (BN A-371,
1594). Hicieron lo propio letrados como el doctor Cipriano de Medina, abogado de Gabriel
Martin (AGN·DI Leg. 4, Cuad. 39, 1595), el licenciado Pardo del Castillo abogado de don Lope
Martín Piña (BN A-379, 1596) y el doctor Suárez de la Concha abogado de don Gonzalo y Juan
Mango Misari (AGN-DI Leg. 31, Cuad. 622, 1597).
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rios menos sujetos a la arbitrariedad de los jueces en su admisión y aprecia­
ción (Van Caenegem 1973: 11-23, 41-43). 

Los justiciables, en principio, debían presentar prnebas sobre los asuntos 
que se apelaban. Dichas evidencias, además, no debían ser "irrelevantes" tal 
como lo enfatiza el tenor de las resoluciones de los oidores coloniales21 . Por 
otro lado, el sistema español establecía taxativamente un "numerus clausus" 
de medios probatorios en el área civil y criminal22. A su vez, establecía una 
gradiente en el valor probatorio de éstas como lo apreciaremos más adelante 
("prueba tasada"). 

En ciertos casos, los grnpos étnicos presentaron evidencias que no ingre­
saban estrictamente dentro de la categoría probatoria reconocida por el 
ordenamiento español. En 1561, los indios de Hatun Xauxa ofrecían, por ejem­
plo, un extenso quipu a la Audiencia como muestra de las prestaciones que 
habían brindado a los españoles desde la aparición de sus huestes en los An­
des (Murra 1975: 244-245). A partir de este "instrumento", ellos exigieron la 
devolución de dichos bienes (debidamente contabilizados) y respaldaron así 
sus reclamos legales. 

La tradición jurídica hispana privilegiaba las "pruebas escritas" de allí que 
éste fuese el medio idóneo utilizado en la Audiencia. Así, la fuerza probatoria 
de un instrumento equivalía al de dos testimonios (Hevia (1797) 1989 I: 92-
93). Algunos litigantes interesados en respaldar de manera concluyente sus 
pretensiones fraguaban estas pruebas instrumentales. En un caso sobre 
curacazgos, por ejemplo, Gabriel Martín, curaca de San Martín de Reque 
(Lambayeque), fue acusado de adulterar libros de bautismos que pensaba usar 
legalmente como evidencia (AGN-DI Leg. 4, Cuad. 39, 1595. Vid: f49-50. 
Chiclayo, 20 de febrero de 1596). 

2 1. Una sentencia interlocutoria de la Audiencia de Lima rezaba así: "fallamos que debemos resebir
e recebimos en la parte del dicho don Joan Liguiyacha a prueba de lo por el dicho e alegado
en esta revista e que provado le pueda aprovechar con que no haga pvam;a (probanza) sobre lo 
que en las instancias pasadas an sido recebidos ( ... ) salvo iure ynperti11e11fiwn et 11011 
admytendonm n (AGN-DI Leg. 1, Cuad. 5, 1562 Vid: f41. Lima, 18 de agosto de 1562. Enfasis 
nuestro). En virtud del aforismo latino uiure impertinentiwn e non admitendorum• ("110
admitiendo de derecho las que 110 fuesen pertinentes"), los oidores debían rechazar las
"probanzas superfluas so cierta pena" (Villadiego 1766: 13).

22. En los asuntos civiles seis eran los medios probatorios: juramento decisorio, confesión de 
parte, testigos, instrumentos, vista y evidencia de hecho y presunciones (Hevia (1797) 1989 1: 
84-94; Villadiego 1766: 12-20). En los llamados "casos criminales" eran reconocidas tres espe• 
cies: confesión, testigos y tormento (Hevia (1797) 1989 1: 220-232; Tomás y Valiente 1969:
171-181). 



HONORES/ litigando en la Audiencia: El devenir de un •Pteyto• 35 

Las particularidades de algunas reinvindicaciones indígenas permitieron 
la presentación de testimoniales como medios probatorios alternativos. Esto 
fue particularmente evidente en las disputas incraétnicas que enfrentaron a 
etnias y grupos andinos. Por esta razón, abogados y magistrados utilizaron 
criterios sutiles para apreciar y calificar la veracidad de los testimonios ofreci­
dos. En un caso entre Juan Liguiguachaya y el curaca Francisco Yauri, este 
último, afirmaba que los "testigos que juraron en fabor del dicho Don Juan 
son ynfieles y no cristianos y todos ellos los traxo cohechados y sobornados 
y en esta ciudad y por el camino les dio de comer y de beber". Por esta 
razón, su abogado solicitaba que no se admitiesen dichas declaraciones (AGN­
DI Leg. 1, Cuad. 5, 1562. Vid: f40v. Lima, 14 de agosto de 1562). 

A su vez, los letrados de ciertos grnpos étnicos amparándose en las nor­
mas protectoras coloniales, desvirtuaron los títulos de sus colonizadores a tra­
vés del ofrecimiento de "probanzas de testigos"; su uso recurrente moderó el 
valor probatorio de los instrumentos públicos y privados. En 1552, el licencia­
do M. Gonnis, abogado del curaca Illacuxiguamán, solicitaba a la Audiencia 
de Lima declarase la nulidad de una adjudicación de tierras. Esta se había 
realizado sin la respectiva "averiguación de testigos", por la cual los indios 
lugareños debían admitir que dicha asignación -transformada en una provi­
sión- era "sin perjuicio" de su patrimonio (AGN-DI Leg. 1, Cuad. 1, 1552. fl9-
19v. Lima, 5 de julio de 1552). 

Sin embargo, estas fueron circunstancias excepcionales, pues las testimo­
niales fueron siempre reconocidas como medios probatorios secundarios. Ade­
más, la legislación colonial moderó el valor de los testimonios indígenas. El 
auto acordado de la Audiencia del 26 de abril de 1563 sancionó que el testi­
monio de dos indios varones o de tres mujeres indígenas tuviese la misma 
fuerza probatoria que la declaración de un español (RAHC 1950: 345-346). 
Más adelante, el virrey Toledo estableció un máximo de seis declarantes indí­
genas (Solórzano 1647: 235). 

Algunos expedientes resultaban voluminoso por la enorme cantidad de 
evidencia presentada a lo largo del proceso. Esto puede rastrearse en la 
litigación emprendida por casi todos los estamentos que conformaban la so­
ciedad colonial. Entre 1570 y 1571, un mayordomo del famoso encomendero 
Lucas Martínez Vegazo, Gonzalo de Valencia, presentó al corregidor de Are­
quipa una abultada cantidad de documentos ("recaudos"), informes periciales 
y testimoniales para demostrar que no había sustraído un solo peso del erario 
de dicho benemérito (AGN-DI Leg. 2, Cuad. 15, 1572. Vid: fl59-245v, 279-
284, 294-296v, 302-446, 453-457v). A fines del siglo XVI, en la Audiencia de 
Lima, un caso sobre la división y partición de los cuantiosos bienes y dere­
chos pertenecientes a Francisco Velásquez de Talavera "el viejo" comprendía 
794 fojas. Los sucesores del difunto presentaron testimoniales, cuentas, cartas 
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contractuales, etc., para acreditar sus derechos a la masa hereditaria. (AGN-RA 
(Causas Civiles) Leg. 30, Cuad. 168, 1594). En ambos casos, el tamaño del 
expediente era principalmente fruto del ofrecimiento masivo de "pruebas", 
como parte de una estrategía jurídica. 

En síntesis, esta etapa debe apreciarse como expresión de una estrategia 
(jurídica y probatoria) de los abogados y litigantes interesados en convencer a 
los magistrados sobre las bondades de sus pretensiones. 

La tarea de juzgar de la Audiencia: Los juegos eu la Corte 

La Audiencia de Lima emitía tres tipos de resoluciones: sentencias, autos 
acordados y Reales provisiones. Las sentencias se clasificaban en "interlocuto­
rias" y "definitivas". Las primeras resolvían exclusivamente algunos tópicos de 
la causa (iniciar el período probatorio, declarar procedente una recusación, 
nombrar un defensor). Las segundas, en cambio, concluían con la disputa 
pues se pronunciaban sobre la "cuestión principal" del litigio. Por ello, la 
"sentencia de prueba" de la Audiencia de Lima (por la cual se iniciaba el 
término probatorio) era un mandato interlocutorio en tanto que las senten­
cias definitivas ponían fin a la controversia jurídica. Escas últimas eran en "grado 
de vista" y de "revista". Esta distinción obedecía a que las decisiones judicia­
les de la Audiencia podían ser revisadas nuevamente a través de un medio 
impugnatorio conocido como "recurso de suplicación" 23. Con los "autos acor­
dados" los oidores reunidos en pleno asumían decisiones gubernativas (Sali­
nas 1983; Soberanes 1980: 196-197). 

La Real provisión era un mandato judicial por el cual la corte prescribía 
a las autoridades locales la ejecución de una orden específica: la comisión de 
una "averiguación legal", un amparo en posesión, la realización de una ins­
pección, etc. La Real provisión no ponía fin a un procedimiento contencio­
so, pero constituía una valiosa herramienta en las estrategias jurídicas de los 
litigantes. Así, por ejemplo, un poseedor perturbado en su posesión podía 
obtener un amparo por medio de ésta con lo cual enervaba las pretensiones 
de su adversario. 

23. La denominación de ·recurso de suplicación· (en vez de apelación) no era en modo alguno 
fortuita. Así, los legisladores reafim1aban la jerarquía de la Audiencia pues los justiciables
debían impugnar con humildad y susmisión sus resoluciones (Hevia (1797) 1989 I: 245; Villadiego
SI 1766: 122-123).
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La Real provisión era encabezada con un listado de los títulos señoriales 
del rey. Esta fórmula y el sello real (rojo carmesí) en el último folio del docu­
mento permitían que este mandato se reputase como una orden directa del 
monarca (Ballesteros 1946: 71-74). Por las personas intervinientes en la dación 
de la Real provisión ( eran firmados por los oidores y eventualmente incluían 
al virrey), los costos para su emisión deben haber sido altos, lamentablemente 
carecemos de evidencia concluyente en ese sentido. 

Los litigios sobre curacazgos son paradigmáticos sobre como los litigantes 
pugnaban por conseguir este preciado recurso. En varios casos, la corte otor­
gaba Reales provisiones a pesar que la disputa había juridicamente concluido, 
lo cual era nefasto para los litigantes victoriosos. Un encarnizado litigante, 
Juan Mango Misari, cuyos derechos al curacazgo habían sido anteriormente 
desconocidos, recibió por ejemplo una Real provisión de la Audiencia para 
proceder a realizar una averiguación legal (AGN-DI Leg. 31, Cuad. 622, 1597. 
Vid: f65-66v). En el siglo XVII, probablemente por su uso extendido, dichas 
provisiones recibieron el nombre de "Provisión Ordinaria de Diligencias de 
Cacicazgos" 24 (AGN-DI Leg. 32 (Suplementario), Cuad. 636, 1692. Vid: flv).

Las sentencias de la Audiencia de Lima eran lacónicos mandatos que pres­
cindían de las consideraciones legales de los oidores. Estas fundamentaciones 
jurídicas fueron omitidas bajo el principio de reservarlas a la conciencia ínti­
ma de los jueces. Esta práctica perseguía en principio zanjar las intermina­
bles discusiones juridicas del Derecho Común. Esta actitud era apreciada, ade­
más, inversamente a nuestras convicciones legales, como una garantía judicial 
de' imparcialidad 25 (Mariluz 1976: 141- 144).

No obstante, esto no suponía que las sentencias no se cmesen al Dere­
cho. Como "burocracia letrada", los jueces de la Audiencia habían hecho lar­
gos estudios de Derecho Común y Canónico en la Península 26. Aunque los

24. Carlos Dí:lz Rementeria considera que ta denominación más adecuada de este recurso era de
"Real Provisión ordinaria de diligencias de sucesiones de hijos de caciques". Era ordinaria
pues se expedía cuando las circunstancias lo ameritaban y era de "diligencias" pues suponía un
conjunto de actuaciones judiciales (averiguación del corregidor, presentación de testimonia­
les) (1977: 136).

25. Empero, a partir del siglo XVIII tos jueces invocaron explícitameme las citas legales sobre las
cuales basaron sus resoluciones. En la actualidad la fundamentación de las sentencias es un
ra.c;go básico del "debido proceso legal". Este es un concepto expansivo que persigue la realiza­
ción de un juicio con todas las garantías de defensa, libertad probatoria, imparcialidad judicial
y certeza juridica (Pereira 1990).

26. Para un balance sobre la literatura legal que circulaba en el Perú del s iglo XVI y un análisis de
las bibliotecas de oidores quinientistas (i.e: Cuenca, Lisón de Tejada, Monzón, Ferrer de Ayala),
consúltese a Hampe (1993: 223-225).
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mandatos eran breves éstos debían, en princ1p10, apoyarse en las opiniones 
autorizadas de los "Juristas" del Derecho Común27 (Bravo Lira 1991: 10). 

En nuestra tradición jurídica (romano-germánica) el papel de los jueces 
ha estado subordinado, en un primer momento, a los comentarios doctrinarios 
de los "juristas" y a partir de las refom1as liberales del siglo XIX a las codifica­
ciones de los legisladores. Estas circunstancias, aparentemente, no han permi­
tido que los jueces de nuestro sistema hayan ejercido un papel tan creativo 
como los jueces educados en el Common Law, la otra tradición jurídica euro­
pea (Diez-Picaza 1993: 17). 

Estos factores deben apreciarse, sin embargo, con cuidado. El contexto 
multicultural de la sociedad colonial atenuaba la aplicación irrestricta del de­
recho español. Si bien los oidores no juzgaban en atención a ciertas "normas 
indias" eran conscientes que no podían aplicar de manera inflexible el dere­
cho europeo. En el siglo XVI, los escritos de magistrados de las Audiencias de 
Lima y Charcas -Hernando de Santillán, Cristóbal Ramírez de Cartagena, Juan 
de Matienzo- y de los licenciados influyentes como Polo de Ondegardo y 
Francisco de Falcón fueron explícitos en ese sentido (Holguín 1978; Rubio 
1990). 

Las disputas por las jefaturas étnicas constituyeron un caso especial de 
simbiosis entre el derecho de los colonizadores y colonizados. En atención a 
las normas coloniales, las pretensiones de los justiciables debian basarse en 
un "derecho inmemorial" al curacazgo (Rostworoswski, 1961: 5-6). No obs­
tante, este derecho debía ser compatible con el modelo de vida cristiana -en 
"policia"- anhelado por las autoridades españolas (Sánchez-Concha 1992). 

En el caso sobre el curacazgo de San Martín de Reque antes citado, la 
Audiencia hizo suyo el informe del corregidor. El "parecer" del Justicia Mayor 
reconocía como candidato idóneo al curacazgo a don Gabriel Martin "indio 
ladino abil y suficiente y sabe leer y escribir y soy informado que no se 
enbriaga': con "derecho inmemorial" y que a su vez actuaba de manera vir­
tuosa y cristiana28. (AGN-DI Leg. 4, Cuad. 39, 1595. Vid: f164-164v y fl87). 

27. En los albores de los tiempos modernos, la opinión docttinaria más autotizada fue fijada 
legislativamente. De esa forma se abandonaba la llamada ·commimis opi11io doetorum· por la 
cual los jueces seleccionaban el argumento jurídico más razonable (Guzmán 1980: s;4, 873-874).

28. En este "parecer" el corregidor estimó que don Francisco Llontop, entonces curaca de los 
pueblos de Callanca y Monsefú, era a quien de "derecho" correspondía el curacazgo. No 
obstante, en opinión del Justicia Mayor, el hecho de no ser natural de Reque limitaba poderosa­
mente su legitimidad. De allí que prefiriese a Gabriel Martín sobre Llontop y también sobre las
pretensiones del tercer candidaw, Diego Quesquén. Sobre este último afirmaba "me parece no
tiene derecho al dicho cacicazgo por ser como es hijo bastardo de don Diego Chimoy demas 
de que no es s11ficie11te ni tiene saber 111 abilidad para ser cacique y estoy infonnado que el 
susodicho se embriaga de hordinarto• (Ibid: fl64v. Chiclayo, 29 de febrero de 1596).
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Por cierto, estas reglas podían ir en contra de la verdadera naturaleza de los 
derechos "indios" en materia de sucesiones. 

Este análisis seria incompleto sin mencionar el juego de intereses políti­
cos al interior de la Audiencia que en muchos casos impelía a las partes recu­
rrir a esta instancia. En el siglo XVI, Lucas Martínez Vegazo, hábil encomendero 
y litigante, con gran astucia pudo moderar el rigor de una sentencia por la 
cual perdía sus encomiendas de Arica y Tarapacá. Sobornando a oidores, re­
curriendo a una "red" de amigos influyentes y apelando a los favoritismos del 
virrey, este encomendero pudo levantar esta sanción y restituir su envidiable 
patrimonio (freiles 1982: 83-101). 

En suma, un "pleyto" nos conduce a conocer una época y un sistema 
legal aparentemente desaparecido y a su vez a enriquecer nuestros conoci­
mientos sobre la experiencia histórica de los hombres del pasado. De allí que 
conocer lo que nos dicen los documentos (y como nos lo dicen) sea el pri­
mer paso en esta tarea. 
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